
CAUSA Nº 12054-M CCALP 
“RODRIGUEZ SAA ADOLFO Y OTRO/A 
C/ JUNTA ELECTORAL DE LA 
PROVINCIA DE BUENOS AIRES S/ AMPARO”

En la ciudad de La Plata, a los veinticinco  días del mes de Agosto del año dos mil once, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, en Acuerdo Ordinario, con la presencia de los Señores Jueces Dres. Gustavo Daniel Spacarotel,  Gustavo Juan De Santis y Jaime Oscar López Muro, para entender en la causa "RODRIGUEZ SAA ADOLFO Y OTRO/A C/ JUNTA ELECTORAL DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES S/ AMPARO", en trámite ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial Nº 9 del Departamento Judicial La Plata (Expte. Nº LP28932/2011), previo sorteo y deliberación, se aprueba la siguiente resolución.

La Plata,  25  de Agosto de 2011.

VISTO Y CONSIDERANDO:

El recurso de apelación deducido a fs. 37/39, el Tribunal resolvió plantear las siguientes 
CUESTIONES:

           Primera: ¿Qué pronunciamiento corresponde en relación con la excusación formulada?

Segunda: ¿Es fundado el recurso de apelación?

VOTACIÓN:

A la primera cuestión planteada, el Dr. De Santis dijo:

           Las razones de decoro que expone la Dra. Milanta, a fojas 41, me convencen de su procedencia.

           Ello así, propongo su aceptación.

           Así lo voto.

           A la primera cuestión planteada, el Dr. Spacarotel dijo:

           Las razones de decoro esgrimidas por la Sra. Jueza Claudia A. M. Milanta, fundadas en el actual ejercicio de funciones en la Honorable Junta Electoral de la Provincia de Buenos Aires, resultan suficientes para admitir la excusación formulada.

          En consecuencia, corresponde aceptar la misma (art. 30, primer párrafo, C.P.C.C., 25 Ley Nº 14.192).

          Así lo voto.

          A la primera cuestión planteada, el Dr. López Muro dijo:

          Adhiero al voto del Dr. Spacarotel.

          A la segunda cuestión planteada, el Dr. De Santis dijo:

          1. Vienen los autos a esta instancia para considerar el rechazo in limine (fs. 36) de la acción de amparo que promoviera el actor, Adolfo Rodríguez Saa, contra la resolución de la Honorable Junta Electoral de la Provincia de Buenos Aires de fecha 09.08.11 (fs. 6/7), que dejara sin efecto su registración como pre candidato a Gobernador por la “Alianza Compromiso Federal”.

          Se informa aquel despacho judicial en el perfil irrevisable, por ninguna vía procesal, de todo cuanto resuelva el Organismo de la Constitución Demandado, con cita de doctrina emanada de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia.

          En ese contexto llegan los autos a instancia.

          El recurso de apelación del actor luce glosado a fojas 37/39.

          Pasaré a considerarlo, anticipando que el trámite adjetivo impreso a la causa lo ofrece admisible (arts. 16, 17 y ccs. ley 13.928, t. seg. Ley 14.192), y competente a este tribunal para conocer de él (conf. art. 17 bis ley 13.928 cit.).

           En esa labor, he de dejar sentado que no concurren en autos causales de excusación que me involucren, atento a que la resolución que ventila el proceso fue dictada por la Honorable Junta Electoral de la Provincia de Buenos Aires el 09.08.11, siendo que mi período de integración en ella cesó el 07.07.11.

           Con la precedente aclaración ingresaré en el tratamiento de la impugnación deducida.

           2. A ese efecto, habré de ajustar mi entendimiento a la exégesis que expusiera en otros antecedentes de este mismo tribunal que, en lo pertinente, ofrecen similitudes aplicables a la especie que suscita la intervención en alzada (conf. mis votos en causas CCALP n° 9433 y CCALP n° 12.046).

La singular posición institucional de la Honorable Junta Electoral de la Provincia de Buenos Aires, según así lo establecen las cláusulas 62 y 63 de la Constitución Local, constituye, según mi criterio, un elemento significativo para ponderar la variable que llevara al juez de la causa a pronunciarse por el rechazo “in limine litis” de la acción promovida.

            En efecto,  es esta una cuestión central en la posición que esgrime el actor frente a la resolución del organismo provincial y en la misma decisión del caso en la novel etapa que cursa.

            No encuentro, en el cometido de la Honorable Junta Electoral de la Provincia de Buenos Aires, actividad administrativa ni especie que remita a otro contexto adjetivo con vías regulares de composición aptas para elucidar la materia de su competencia.

            De un lado, aprecio en la primera una faena excluyente situada en la gestión del interés público, vale decir en la administración de los recursos humanos y materiales del estado tendientes a sufragar esa finalidad única. Esta legitima su presencia social y es vista desde el ángulo propio de una zona de reserva que se distingue de la jurisdicción y de la legislación.


Pues bien, entiendo que ese contorno no es compatible con un despliegue constitucional que en nada se parece a la actividad de ejecución que es propia de la función administrativa. 


Ciertamente, queda en claro que tampoco se reporta a una incumbencia legislativa ni judicial.


El perfil de las funciones de la Junta Electoral pues se halla desprovisto de toda connotación inherente a la actividad de los poderes constituidos del Estado Provincial, para encontrar sitio preciso en el control de todo cuanto se vincule con el procedimiento que reglamenta los derechos políticos y en virtud de cuyo ejercicio la ciudadanía, precisamente,  integra aquellos ámbitos eligiendo a sus miembros.


En esa potestad de fiscalización, que incluye la determinación de las reglas de juego en cada ocasión, en términos de ejecución singular de las normas electorales, no encuentro ninguna similitud con la función administrativa.

 A ella la veo ajena al resultado del ejercicio soberano del voto.


En ese contexto, no es casual que la Constitución Provincial haya considerado la cuestión en una única sección que precede a su parte orgánica.


Las resoluciones de la Junta Electoral, en tanto materialicen la competencia que le asigna la Constitución de la Provincia en sus cláusulas 62 y 63 y desde la definición sustantiva de las funciones estatales, no son actos administrativos.


Esa naturaleza les queda reservada a todo cuanto se vincule con una tarea de ejecución que también posee, como la tienen otros órganos estatales, más nunca cuando del ejercicio de aquella potestad se trate.


Y, sabido es que el acto administrativo es siempre el presupuesto de habilitación del juicio revisor suficiente que es propio de la jurisdicción especial (art. 166, 5to. párrafo  CPBA).


Desde otro ángulo, y en ese mismo espacio, no luce consistente otra interpretación, tan pronto se repara en la presencia de jurisdicciones en las cuales la función electoral recae en su poder judicial (vgr. el orden federal). Pues, carece de sentido que éste ejerza actividad administrativa en ninguna variante, cuando decide sobre materias electorales.


De suyo, la fuente orgánica de la actividad estatal nunca puede ser la guía para definir la función, siempre ligada a su materialidad inherente, y, en ese espacio, no podría predicarse un perfil en un caso y otro distinto para aquél en el que la actividad no se atribuya a la justicia.


Tampoco, bajo ese concepto, en la de fiscalización del procedimiento para el ejercicio del derecho a elegir y a ser elegido con el que cuentan los ciudadanos de la Provincia y los extranjeros en las condiciones de ley (art. 59 CPBA).


En todas las hipótesis pues, sea que el cometido estatal haya sido puesto  bajo la jurisdicción judicial u otra, nunca su contorno podrá atribuirse a funciones derivadas del principio de división de poderes.


La actividad electoral posee identidad propia y sólo roza la función judicial cuando se reporta en ella un supuesto de conflicto de derechos con el semblante al que habré de referirme, más nunca alcanzará perfil administrativo ni el de otra materia justiciable regular.


Ello así, es demostrativo que la actividad del organismo de aplicación del mecanismo electoral no pertenece a ninguna de las zonas de reserva que erigen la función de los órganos constituidos y cuya composición es su resultado directo.


La Junta Electoral de la Provincia de Buenos Aires, en el ejercicio de sus funciones propiamente electorales, no se reporta a ninguno de los órganos estatales ni a sus actividades constitucionales específicas.


Se remite en cambio a la fiscalización del ejercicio de los derechos  a elegir y a ser elegido, que hallan fundamento en la misma soberanía popular (art. 59 y ccs. CPBA).


Ello así, la función propiamente electoral no puede estar sometida al control ordinario de legalidad que es propio de la función administrativa (conf. art. 166 CPBA), y la injerencia de la función judicial, tengo para mí, sólo es admisible en la medida en que la presencia de un derecho individual, a elegir o a ser elegido, la habilite para su tutela. 

Y, en este caso, por la vía específica que prevea la legislación o por la ruta subsidiaria del amparo constitucional.

Descartada la primera por ausencia de marco normativo específico y en claro que las vías regulares de composición de conflictos no resultan idóneas para la materia electoral, sea que estas encuentren su fuente en el artículo 166 primera parte de la Constitución de la Provincia o en el quinto párrafo de esa misma cláusula, cabe derivar en que la única variante de acceso a la jurisdicción lo constituye el medio previsto en el artículo 20 inciso 2 de aquélla, mientras tanto no medie un marco normativo común, singular y específico a ese respecto.


Así las cosas cabe insistir en que el fundamento de esa intervención siempre se hallará limitado a la preservación de aquellos derechos.


El refugio en la jurisdicción, bajo cualquier circunstancia, fuerza esa conclusión. 


Empero, no porque la actividad electoral se ofrezca como administrativa, sino por la necesidad de hallar un espacio de protección de los derechos individuales cualquiera resulte ser la fuente de agravio.


En ese marco restringido juzgo que el caso suscitado expone ese presupuesto, pues involucra una cuestión que compromete el derecho subjetivo del ciudadano demandante a ser elegido.


Ello así, la supone con cargo de decisión definitiva en la instancia judicial. 

             En el contexto de lo expuesto puede seguirse en que no es válido remitir el caso a los medios ordinarios de impugnación, pues sencillamente éstos no existen, lo que convierte  al amparo en el único posible (conf. doct. SCBA Ac. 106.992,  SCBA Ac. 106.993 y SCBA Ac. 107.014).


Y, en ese marco, el análisis de ilegalidad no deja espacio sólo para lo manifiesto, sino, para todo aquello que resienta el derecho ciudadano a elegir o a ser elegido, o el de los Partido Políticos como base sustantiva y esencial del sistema democrático (art. 59 inc. 2 CPBA).


De ese modo, advierto fundado al recurso de apelación.


Corresponde pues devolver los autos al órgano judicial remitente para que decida, en la instancia de clausura definitiva del proceso, acerca de la legalidad de la resolución que ventila el proceso.


Por ello, expreso mi voto por la afirmativa.


Propongo:


Hacer lugar al recurso de apelación del actor, revocar  la resolución impugnada en todo cuando ha sido materia de sus agravios, y mandar tramitar la acción de amparo con arreglo a las disposiciones aplicables, sin costas de la instancia por no haber mediado contradicción (conf. art. 20 inc. 2,  62, 63  y 166 de la CPBA,  8, 10, 11, 12, 13, 15, 16 17, 17 bis, 19 y ccs. ley 13.928, t. seg. ley 14.192).


Así lo voto.


 A la segunda cuestión planteada, el Dr. Spacarotel dijo:

           I. Adelanto mi opinión, tendiente a proclamar -amén de la abstracción parcial en cuanto al objeto que abastece la pretensión expedita incoada- la procedencia del recurso interpuesto, de conformidad con las razones que acto seguido verteré.

           II. En aras de acometer esa labor, previo a precisar los argumentos que abonan la tesitura expuesta, haré un racconto de las circunstancias útiles que, para la decisión de la causa, dimanan de los presentes actuados.

           A saber:

           a) A fs. 6/7, obra copia de la Resolución de la Honorable Junta Electoral de la Provincia de Buenos Aires de fecha 9 de agosto de 2011, la cual en su art. 2 dispone dejar sin efecto la registración del ciudadano Adolfo Rodríguez Saá como precandidato a Gobernador por la Alianza Compromiso Federal, con basamento en el incumplimiento de lo estatuido en el art. 121 de la Constitución Provincial -ausencia de domicilio en la provincia- y en la inadmisibilidad de su postulación al cargo de Gobernador en la jurisdicción local al encontrarse simultáneamente inscripto como precandidato a Senador Nacional por la Provincia de San Luis -arts. 22 Ley Nº 26.571 y 3 Ley Nº 14.086-;

          b) Del escrito introductorio de instancia impetrado el 11 de agosto de 2011 y, elípticamente -por remisión mediata-, del líbelo recursivo, surge que:

          1) El objeto de la pretensión promovida ha sido el cuestionamiento por arbitraria de la citada Resolución del Órgano Constitucional, por la que se dispuso -como se puntualizase ut supra- dejar sin efecto la registración del mencionado como precandidato a Gobernador de la Provincia por la Alianza Compromiso Federal -fs. 20 vta., parágrafo primero-;

          2) En la misma pieza, solicita -producto de la inmediatez del acto eleccionario y ante la inminencia del mismo-, se dicte una medida cautelar innovativa en virtud de la cual se retrotraiga el estado de cosas al momento previo al acto cuyo cese urgente se peticiona -fs. 21, 33 y 34, primer parágrafo-;

          3) En ocasión de determinar la legitimación pasiva de la pretensión entablada explicitó: “El autor del acto lesivo resulta también (…) de fácil identificación, dado que es la Junta Electoral de la Provincia de Buenos Aires al proscribir al nombrado de su derecho de participar legítimamente en las próximas elecciones del 14 de agosto de 2011” -fs. 22 vta. y 26 vta.-;

          4) Cuando debió abastecer algunos de sus agravios circunstanció -más allá del mérito del mismo en el marco continente de la vía escogida-: “(Inclusive) Hay una vulneración del derecho de propiedad porque se han gastado miles de pesos en la impresión de boletas y publicidad, difundiendo la precandidatura del mencionado en base a la oficialización de la misma por parte del mismo órgano que ahora, violentando sus propios actos, vuelve sobre sus pasos y anula de manera arbitraria la fórmula otrora aprobada” -fs. 28 vta./29-;

          5) Al momento de puntualizar las disímiles razones que -a su entender- dan andamiaje a la acción entablada explicitó: “No podemos desconocer que evidentemente nuestro precandidato a Gobernador por su trascendencia, conocimiento y principalmente actual intención de votos, molesta y mucho a los actuales factores de poder y por ello es más sencillo proscribirlo mediante el arbitrario acto lesivo emanado de la Junta Electoral (…)…este injusto deberá merecer la urgente reparación mediante la presente acción de amparo, lo que así se pide a V.S. en esta instancia, no existiendo ningún otro medio más idóneo a los fines de reparar este agravio en orden a la inmediatez de la elección primaria abierta, simultánea y obligatoria del próximo 14 de agosto de 2011” -fs. 24 vta./25-;

          6) Por último, en el acápite sexto del petitorio, requiere se haga lugar a la acción de amparo, haciendo cesar los efectos del acto lesivo de manera inmediata, otorgándosele validez a los votos que el ciudadano Adolfo Rodríguez Saá obtenga el próximo 14 de agosto en las elecciones primarias, abiertas, obligatorias y simultáneas para la categoría de precandidato a Gobernador de la Provincia de Buenos Aires y asimismo, se mantenga su candidatura para idéntica categoría con relación al acto eleccionario general del próximo 23 de octubre del corriente -fs. 35, ver además fs. 23 y 39-; y,

          c) La jueza de instancia rechaza in límine litis la acción promovida con basamento en la imposibilidad de revisión judicial de las decisiones del mentado Órgano Constitucional -fs. 36-.

III. Contra la decisión de instancia recaída en autos se agravia la parte actora, a tenor del líbelo recursivo obrante a fs. 37/39.

Para abastecer su crítica enrostra que la iudex de instancia incurre en un palmario error de juzgamiento, por cuanto soslaya la doctrina legal vigente del Máximo Órgano provincial, que proclama la posibilidad de revisión de las decisiones de la renombrada Junta Electoral -fs. 37 vta./39-.  

En consecuencia, solicita la expresa revocación del resolutorio atacado, el inmediato tratamiento de las medidas cautelares planteadas y el análisis del fondo de la cuestión que dio base al remedio ventilado -fs. 37 vta. y 39 vta.-.

          IV. Hechas las digresiones pertinentes, en el marco de congruencia que me habilita, ha menester poner de manifiesto las razones que me convencen de proponer el acogimiento vaticinado, con fundamento -tal como he tenido oportunidad de precisarlo en antecedentes pretéritos y lo sostuviese el agraviado en su escrito recursivo-, en la posibilidad de revisión judicial de las decisiones de la Junta Electoral de la Provincia de Buenos Aires.

          No obstante ello, habré de realizar unas series de consideraciones concernientes a dilucidar -producto de las circunstancias acaecidas durante el decurso del  tiempo que insumió el trámite del iter judicial-, la actualidad de las pretensiones objeto de conocimiento y de los  agravios enrostrados.

          IV.  a) Criterio restrictivo del rechazo in límine.

          Conforme se expusiera en la causa CCALP Nº 11112 “Acuña Domingo Arturo c/Colegio de Abogados del Departamento Judicial de Mercedes s/Amparo”, res. del 30-09-10, e inicialmente lo sostuviese en la causa “Valot” (CCALP, Nº 86, sent. del 22/03/05, criterio reiterado en causas Nº 9282, “García”, res. del 5-05-09; Nº 10.111, “Pizzi”, res. del 30-12-09; Nº 10.828, “Faraja”, res. del 1-07-2010; entre otras) corresponde establecer que la posibilidad del rechazo "in límine litis" de la acción de amparo, por la importancia de la materia en juego (derechos y garantías constitucionales), debe ser ejercida por el juez con exhaustivo rigor, estando reservada para aquellos supuestos en los que ella fuese "notoriamente" improcedente por no cumplir con los recaudos establecidos en la ley (art. 8 de la Ley N° 13.928). 

           En ese sentido, el análisis de los recaudos de admisibilidad de la acción de amparo, y en su caso el rechazo "in limine", deben ser analizados con delicada prudencia, ello a fin de no pecar por arbitrariedad en la decisión, mediante un injustificado rigor formal que no se compadece con los fines del amparo, sin requerir, frente a las razones expresadas por quien lo dedujo, un informe circunstanciado a la autoridad competente, máxime cuando alega la vulneración de garantías formales y sustanciales que podrían coartar el ejercicio de un derecho fundamental en el marco del ejercicio democrático. 

La improcedibilidad de la acción, entonces, debe aparecer objetiva y palmaria ante el juez de la causa, no sólo en sus aspectos formales (art. 7 de la ley citada), siempre susceptibles de subsanarse mediante el ejercicio activo por el juez de las facultades de dirección del proceso (art. 34, inc. 5 "b" del CPCC), sino -y esencialmente-, en los sustanciales, de forma que ya, desde el mismo acto introductorio, sea claramente visible la intransitabilidad del camino elegido. 

Ello así, toda vez que la desestimatoria oficiosa puede cercenar el derecho de acción -íntimamente ligado al derecho constitucional de petición-, contrayéndolo sólo a los supuestos en los que la inadmisibilidad de la pretensión aparezca en forma manifiesta, a punto tal que su gravedad impida constituirlo como un requerimiento revestido del grado mínimo de seriedad que debe tener toda actuación ante la justicia. 

Tal evaluación, requiere una cuidadosa y severa ponderación de las circunstancias de hecho y derecho que la sustenten -extremos que no surgen ponderados por el a quo-, lo que se recrudece notoriamente si tenemos en consideración que nuestra Provincia asegura la tutela judicial continua y efectiva, el acceso irrestricto a la justicia, la gratuidad de los trámites a quienes carezcan de recursos suficientes y la inviolabilidad de la defensa de la persona y de los derechos en todo procedimiento administrativo o judicial (art. 15, Const. Prov.). 

            En efecto, en las presentes actuaciones, no se puede desconocer que la postulación inicial del actor intenta cuestionar la resolución de la Junta Electoral de la Provincia de Buenos Aires que dejase sin efecto la registración de su precandidatura, señalando disímiles irregularidades formales y sustanciales que, según expone, resultarían conculcatorias de su derecho constitucional a ser elegido, en el marco de lo prescripto por la Constitución Provincial -art. 121- y las Leyes Nº 5109, Decreto Ley 9.889/82 -T.O., Decreto 3.631/92-, N° 14.086 -Dec. Regl. 322/11-, N° 19945 y modificatorias -Código Electoral Nacional- y N° 26571.

             Lo explicitado amerita a priori -con las salvedades y argumentos que esbozaré a posteriori-, el intento de reparo de la afectación que se invoca a través del amparo (art. 20, inc. 2, cit., segundo párrafo; Ley N° 13928 y modif.), debiéndosele imprimir el curso de ley al proceso instaurado, más allá de la suerte y justicia que eventualmente, en otro estadio, merezca (cfr. criterio expuesto en mi voto en causas, en el punto, análogas a la presente Nº 3461, CCALP, “Córdoba”, sent. del 10-10-06; Nº 4584, “Agüero”, res. del 24-04-07; Nº 3372, “Yanz”, res. del 26-04-07; Nº 3373, “Lazarte”, res. del 26-04-07; Nº 3374, “Maldonado”, res. del 26-04-07).
En definitiva. En el contexto perfilado, se advierte que la parte actora acude a los estrados judiciales exponiendo la conculcación del derecho a ser elegido, cuya debida satisfacción no puede frustrarse sin mayor análisis, so pretexto de la no judiciabilidad de las decisiones del órgano electoral y sin siquiera dar curso a la misma a través del informe previsto en el artículo 10 de la Ley Nº 13.928.

          IV.  b) Justiciabilidad de las decisiones de la Honorable Junta Electoral. 

          En primer término, cabe dejar sentado que las decisiones de la Junta Electoral, tal como lo sentenciase el Máximo Órgano Provincial -doct. causas SCBA Ac. 106.992, 106.993, 107.014, entre otras-, es susceptible de ser revisada, en cuanto afecte un derecho o garantía constitucional, en el marco continente del amparo.

          Desde tal atalaya, y como lo decidiese en la causa CCALP Nº 9433 “Alianza Electoral –Unión Pro- c/Provincia de Buenos Aires-Junta Electoral s/Amparo” -res. del 9-06-09-, proclamo y pregono la amplia justiciabilidad de las decisiones de la Honorable Junta Electoral, en los términos del artículo 166 de la Constitución Provincial.
          Ello así, toda vez que la materia comprometida y la urgencia para su pronta resolución, deben procurar evitar toda interpretación que conduzca a la privación de una instancia de solución judicial de cualquier controversia, a fin de otorgar sentido a la garantía consagrada por los arts. 15 de la Constitución de la Provincia y 18 de la Constitución Nacional, normas de las que se deriva, al igual que los arts. 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, entre otros postulados, la plena justiciabilidad de los actos públicos (doct. C.S.J.N., "Fallos", 247:646; A.126.XXXVI., "Angel Estrada y Cía", sent. de 5-IV-205, Cons. 12º).

          Con idéntico semblante, también habré de destacar que el citado Órgano Constitucional no constituye un tribunal de justicia, pues es ajeno al Poder Judicial (art. 63, Constitución de la Provincia) y por tanto, no cumple cometidos jurisdiccionales, sino que despliega funciones de índole administrativa (art. 166 in fine, Constitución provincial), resultando su actuación u omisión pasible de ser enjuiciada en el marco de lo prescripto por la mentada norma constitucional, en concordancia con el art. 15 antes citado, y por los arts.166, última parte de la Constitución provincial; 1, 12 y concs., Ley Nº 12.008; 1 y concs., Ley Nº 12.074 con sus respectivas reformas (conf. doctrina SCBA, causa "Movimiento Socialista de los Trabajadores (MST). Recurso de queja", Ac.107.014, 24-4- 09).


De allí que su actuación u omisión resulta susceptible de ser enjuiciada en el marco de lo prescripto por la mentada norma constitucional, en concordancia con el art. 15 antes citado. Lo expuesto  implica interpretar que, en lo relativo a la actividad normal de la Junta Electoral, ajena al calendario electoral, compete a los tribunales contencioso administrativos conocer y decidir por vía de las pretensiones previstas en el ordenamiento procesal pertinente (arts. 166, última parte de la Const. prov.; 1, 12 y concs., ley 12.008; 1 y concs., ley 12.074 con sus respectivas reformas), de las causas que involucren el obrar lesivo que se adjudique a dicho cuerpo. Ello, sin perjuicio de la competencia que cualquier juez o tribunal de primera instancia podrán ejercer si el caso se articula válidamente por medio de amparo, en el contexto de un proceso electoral en curso, y ante la existencia de agravio irreparable (arts. 20 inc. 2, Const. prov.; 1 y concs., ley 7166, conf. ley 13.928 y dec. 3344/2008; doct. B. 66.059, "Bonetti", res. de 16-IV-2004; B. 67.914, "Moreira", res. de 18-VIII-2004; B. 65.082 "Fiscal de Estado", res. de 27-VII-2005; entre muchas otras) por estar comprometido un caso urgente que suponga un atentado o afectación manifiestamente antijurídicos a derechos, principios o libertades constitucionales.

           Las razones expuestas, en el marco de un proceso electoral en ciernes -primarias y generales- y de conjugarse los presupuestos de admisibilidad, son suficientes para reconocer competencia a cualquier juez o tribunal de primera instancia siempre que la causa se articule válidamente por medio del medio expedito, excepcional y rápido del amparo (arts. 20 inc. 2, Const. Prov.; Ley Nº 13.928 y modif..; Dec. N° 3344/2008; doct. SCBA, B. 66.059, "Bonetti", res. de 16-IV-2004; B. 67.914, "Moreira", res. de 18-VIII-2004; B. 65.082 "Fiscal de Estado", res. de 27-VII-2005; entre muchas otras).

          Lo manifestado basta para demostrar el yerro de la iudex de instancia y determinar, en la medida en que se den los requisitos de admisibilidad de la vía procurada, la justiciabilidad de la decisión de la Junta Electoral de la Provincia -arts. 62, 63 y ccs., Constitución Provincial; 14, 15 y ccs. Ley N° 5109; 4, 5 y ccs. Decreto Ley N° 9889/82; 15 y ccs. Ley N° 14086, ver http://www.juntaelectoral.gba.gov.ar/resoluciones/116060908201100010.PD

F-.

          IV.   c) Particularidades de los agravios esgrimidos. Su actualidad.

          Dilucidada la cuestión antecedente, es necesario poner de resalto que, dos son los agravios que oportunamente introduce el recurrente, a saber i) El mantenimiento de la condición de precandidato para la elección del 14 de agosto, y la validez de sus votos; ii) La vigencia de la condición de candidato para la elección del 23 de octubre de 2011.-


En el primer aspecto, conteste lo desbrozásemos, la acción entablada tenía por objeto -a sazón del cuestionamiento de la resolución de la Junta Electoral que había dejado sin efecto la registración del ciudadano Adolfo Rodríguez Saá como precandidato a Gobernador-:

          1) Garantizar la participación del mismo en la elección primaria abierta, simultánea y obligatoria del próximo 14 de agosto de 2011;

          2) Otorgarle validez a los votos que el nombrado obtuviese el próximo 14 de agosto del corriente, en las antedichas elecciones para la categoría en cuestión; y,

          3) Se mantenga su candidatura para la misma categoría el próximo 23 de octubre del corriente.


          De este modo, en relación a la cuestión planteada en el punto IV. c) 1), resulta de perogrullo manifestar que la misma ha devenido abstracta, por cuanto -tal como es de público y notorio- los comicios del día 14 de agosto del corriente han precluido, inclusive, con la participación del quejoso a la luz de la medida dictada por el Juez Federal con competencia Electoral en la provincia de Buenos Aires -Registro Nº 32, del 12 de agosto de 2011-, a través de la cual denegó la solicitud de retirar de las mesas provinciales las boletas del aquí actor -ver http: // www .primarias2011. gob. ar/ paginas/ paginas/ dat02/ DGO02999.htm-.
          En efecto, es dable recordar que el Tribunal de Alzada, debe atender a la situación legal y reglamentaria existente al momento de su pronunciamiento, aún cuando ello implique estudiar disposiciones sobrevivientes a las actuaciones cumplidas en autos, de las que resulta imposible prescindir (conf. Doctrina CSJN, Fallos 308:1489; 312:555; 315:123 entre muchos otros).

          En idénticos términos, y de conformidad con reiterados precedentes de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existente al momento de decidir (Fallos, 298:84; 301:947, 57:425; 61:409; 62:219, 241 y 647; 63:62; 73:767, entre muchos otros), por cuanto no es posible que los jueces resuelvan cuestiones devenidas abstractas o carentes de contenido en el curso del proceso o para responder a un interés meramente académico -conf. mi voto en la causa  CCALP N° 12046 “Frente Popular c/Junta Electoral de la Pcia. de Buenos Aires s/Amparo”, res. del 23-08-11-.

          Sentado ello, surge de manera notoria y palmaria que cualquier decisión jurisdiccional que se adopte en esta instancia de alzada carece de virtualidad jurídica, habiendo concluido el acto comicial el 14 de agosto de 2011 -conf. doct. SCBA, B 61703, in re “Giles, Gastón Eduardo c/ Consejo de la Magistratura s/ Amparo”, sent del 14-2-2001, voto del Juez Hitters; B 64357, “Albarracín, Sandra y otros c/ Provincia de Buenos Aires (Dirección General de Cultura y Educación) s/ Amparo”, sent. del 3-3-2010 , voto del Juez Soria; B. 59.728, "Maida", sent. del 3-5-2000; B. 62.257, "Herrera", sent. del 3-10-2001; B. 64.413, "Club Estudiantes de La Plata", sent. del 4-9-2002; B. 64.200, "Chacur", sent. del 27-11-2002; B. 63.788, "Llusá", sent. 21-5-2003; B. 64.702, "Coto", sent. del 6-10-2004; B. 64.029, "Arrien", sent. del 15-12-2004; B. 66.035, "Soria", sent. del 19-7-2006; B. 64.868, "De la Torre", sent. del 10-9-2008, entre otros-.

Por otra parte, en relación a la pretensión de validez de los votos que obtuviese u obtenidos, y sin que implique prejuzgamiento, es menester traer a colación lo decidido por el Juez Federal con competencia Electoral en la provincia de Buenos Aires -Registro Nº 32, del 12 de agosto de 2011-.

Recordemos que allí, los apoderados de Alianza Frente Popular se presentaron solicitando que -atento lo resuelto respecto de la precandidatura a Gobernador del Dr. Adolfo Rodríguez Saá y con el fin de evitar que los ciudadanos cometan errores que, luego traigan aparejada la nulidad del voto o impugnaciones de los fiscales- se ordene mediante telegrama a todos los presidentes de mesas que procedan al retiro de las boletas que se hubieran remitido y se notifique a Alianza Compromiso Federal el deber de ajustar las mismas a la resolución dictada, bajo apercibimiento de retirárselas de los comicios.

Respecto de lo pretendido, el iudex citado decidió: “(…)teniendo en cuenta lo avanzado del cronograma electoral la petición efectuada es de cumplimiento imposible, toda vez que ya se han remitido casi en su totalidad los útiles y documentos correspondientes a cada una de las 31519 mesas que funcionarán en la Provincia de Buenos Aires. Por otra parte, en lo referente a la solicitud de ajustar sus boletas a la resolución dictada tampoco puede prosperar, por cuanto no se ha recibido a la fecha ninguna comunicación de la Junta Electoral que indique cómo queda conformada, en el caso de que la resolución estuviese firme, la fórmula de precandidatos del partido cuestionado, de conformidad con lo establecido por el art. 7 de la Ley Nº 14.086. (…) La circunstancia señalada no sólo impiden retirar las boletas que llevan como precandidato a Gobernador al señor Adolfo Rodríguez Saá, sino que también impiden que los votos que con ellas se emitan sean declarados nulos. En efecto, es dable recordar al respecto que, en reiteradas oportunidades las Juntas Electorales Nacionales que funcionaron en este distrito han resuelto ante diferencias existentes entre las listas oficializadas y las nóminas impresas en las boletas que, los votos que se emitan con esas boletas serán considerados válidos adjudicándose los mismos a las listas oportunamente oficializadas” -Registro Nº 32, del 12 de agosto de 2011, Juzgado Federal con Competencia Electoral Nº 1 de La Plata-.

IV. d) Distinta es la visión que arroja el agravio relativo a la candidatura del actor con miras a la elección del 23 de octubre de 2011. 

En efecto, el agravio relativo a la pretensión de mantenimiento de su candidatura para la misma categoría el próximo 23 de octubre del corriente, de conformidad con las circunstancias de la causa detalladas con anterioridad y lo estatuido en los arts. 1, 20, 22, 23, 66, 67, 111, 116, 148 y ccs. de la Ley N° 5109; 28 del Decreto Ley N° 9889/82; 1, 2, 3, 7, 10 y ccs. de la Ley N° 14086; 9, 12, 21, 24 y ccs. del Decreto N° 322/11; 2, 3 y ccs. del Decreto N° 333/11; 60 del Código Electoral Nacional -Ley N° 19945 y modificatorias- y 18, 20, 22, 88 y ccs. de la Ley N° 26571, mantiene actualidad.

En este sentido, es imprescindible traer a colación que del juego armónico de las disposiciones citadas, el agravio enrostrado -fincado en la inminencia del itinere y devenir del proceso eleccionario- reviste los caracteres que dan andamiaje a la tutela expedita, urgente, excepcional y rápida que se procura.


En idénticos términos, la labor hermenéutica desplegada a sazón de la plataforma fáctica puesta de resalto, demuestra la existencia de un perjuicio latente que justifica el remedio extraordinario transitado, magüer la suerte de su admisibilidad, extremo que se patentiza al ponderar lo dispuesto en las disposiciones legales citadas. 


En este orden de ideas, cabe tener especialmente en cuenta lo normado en los arts. 2 y 3 del Decreto N° 333/11, por los cuales luego de convocar al electorado de la provincia a elecciones primarias, abiertas, simultáneas y obligatorias para día 14 de agosto de 2011 a fin que proceda a la selección de los candidatos a cargos públicos electivos de todos los partidos políticos, agrupaciones municipales, federaciones y alianzas transitorias electorales que deseen intervenir en la elección general, el Gobernador dispuso establecer la simultaneidad de las elecciones primarias y generales de Gobernador, Legisladores Provinciales y Cargos Comunales con las de Presidente y Vicepresidente de la Nación, Senadores y Diputados Nacionales, aplicando la normativa nacional en lo referente: a) padrón de electores nacionales, sin perjuicio de la utilización del padrón de electores extranjeros para las categorías provinciales de acuerdo a lo establecido en la Ley Nº 11.700; b) modelos de boletas; c) color de boletas; d) designación de autoridades de mesa; e) lugares de votación; f) escrutinio; g) publicidad de campaña; y h) todo aquello compatible con el régimen de simultaneidad -ver además lo estatuido en las restantes citas, v.gr., art. 26 del Decreto N° 322/11-. 

 Con ese semblante, el art. 60 del Código Nacional Electoral dispone que desde la proclamación de los candidatos en las elecciones primarias y hasta cincuenta (50) días anteriores a la elección, los partidos registrarán ante el juez electoral las listas de los candidatos proclamados, quienes deberán reunir las condiciones propias del cargo para el cual se postulan y no estar comprendidos en alguna de las inhabilidades legales, plazo que por cierto culmina el día 3 de setiembre de 2011.

Estas dos simples citas, demarcan la labor hermenéutica a desasnar -v.gr., arts. 1, 20, 22, 23, 66, 67, 111, 116, 148 y ccs. de la Ley N° 5109; 28 del Decreto Ley N° 9889/82; 1, 2, 3, 7, 10 y ccs. de la Ley N° 14086; 9, 12, 21, 24 y ccs. del Decreto N° 322/11; 2, 3 y ccs. del Decreto N° 333/11; 60 del Código Electoral Nacional -Ley N° 19945 y modificatorias- y 18, 20, 22, 88 y ccs. de la Ley N° 26571-, instalando la contienda en un estadio útil, que demuestra la existencia de un agravio actual e inminente que puede lesionar, restringir, alterar o amenazar el ejercicio del caro derecho constitucional en juego -ver http://www.elecciones.gov.ar/ partidos_politicos/ archivos/ precandidatos_san_luis. pdf y http://www.juntaelectoral.gba.gov.ar/ html/ imprimir_listapdf.php?d=000&s=0&n=1166&p=1606-.


Por cierto, estas circunstancias motivan adoptar un derrotero disímil al pergeñado en la causa CCALP N° 12.046 “Frente Popular c/Junta Electoral de la Pcia. de Buenos Aires s/Amparo”, res. del 23 de agosto de 2011.
V. En atención a las consideraciones desandadas, dadas las particularidades del caso y habiéndose suscitado la jurisdicción mediante una pretensión que, formalmente -único examen que corresponde efectuar de momento, magüer lo expuesto con anterioridad- no se configura como un supuesto de notoria inadmisibilidad (arts. 15 y 20, inc. 2, Const. Prov.; 1 y sigts., 8, Ley N° 13.928), debe dejarse sin efecto la resolución apelada, ordenándose la prosecución del trámite.

Lo expuesto, no implica anticipo de criterio acerca de la definitiva ponderación de los presupuestos de la acción -sujeta a recaudos propios que difieren de los aquí examinados- ni, menos aún, de la cuestión sustantiva sometida a examen.

En consecuencia, a mérito de las razones expuestas, propicio acoger el recurso de apelación interpuesto, con los alcances precisados, y revocar el pronunciamiento de grado, debiéndose devolver la causa al Juzgado de origen, a fin de dar curso al trámite de la acción promovida (arts. 15 y 20, inc. 2, Const. Prov.; 1, 7, 10 y concs., Ley N° 13.928 y modificatorias), sin imposición de costas en la instancia por cuanto la cuestión de autos ha sido dilucidada sin que exista controversia ni parte vencida (art. 5 y 14, Ley N° 13.928; 68, segundo párrafo, doctr. art. 163 inc. 6, 2º párrafo, CPCC).

En atención a ello, a la segunda cuestión planteada, voto -con las precisiones efectuadas- por la afirmativa.

Así lo voto.

A la segunda cuestión planteada, el Dr. López Muro dijo:

Adhiero a los fundamentos y solución propuesta por el Dr. Spacarotel y emito mi voto en idéntico sentido.

 Por tales consideraciones, el Tribunal

 RESUELVE:

 1.- Aceptar la excusación formulada por la Sra. Jueza Dra. Claudia Angélica Matilde Milanta (art. 30, primer párrafo, sgtes. y concs. C.P.C.C., 25 Ley Nº 14.192).

 2.- Por los fundamentos y con los alcances de la mayoría, acoger el recurso de apelación interpuesto y revocar el pronunciamiento de grado,  debiéndose devolver la causa al Juzgado de origen, a fin de dar curso al trámite de la acción promovida (arts. 15 y 20, inc. 2, Const. Prov.; 1, 7, 10 y concs., Ley N° 13.928 y modificatorias).

 3.- Sin costas por no existir controversia (art. 5 y 14, Ley Nº 13.928; 68, 2º párr., doctr. art. 163 inc. 6, 2º párrafo, C.P.C.C.).

 Regístrese, notifíquese y devuélvase al juzgado de origen oficiándose por Secretaría.


            La Dra. Claudia Angélica Matilde Milanta no suscribe la presente, en virtud de la excusación aceptada por este Tribunal en la presente resolución.
Firmado: Gustavo Daniel Spacarotel. Juez. Gustavo Juan De Santis. Juez. Jaime Oscar Lopez Muro. Juez. Dra. Mónica M. Dragonetti. Secretaria. Registrada bajo el n° 711 (I).
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